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“Si le nouveau monde tout entier est jamais républicain, les monarchies de l’ancien monde périront”.


Chateaubriand al vizconde de Montmorency (Londres, 25 de mayo de 1822). Mémoires d’Outre-tombe, libro XXVII, cap. 5.


“Désepérant de l’Europe, le pauvre Altamira en était réduit à penser, que, quand les États de l’Amérique meridionale seront forts et puissants, ils pourront rendre à l’Europe la liberté que Mirabeau leur a envoyée”.


Stendhal. Le rouge et le noir, libro II, cap. VIII.


“Or di pretti e frati facciamo de’ sacerdoti; convertiamo i titolati in patrizj; i popolani tutti, o molti almeno, in cittadini abbienti, e possessori di terre -ma badiamo! Senza carnificine; senza riforme sacrileghe di religione; senza fazioni; senza proscrizioni né esilii; senza ajuto e sangue e depredazioni d’armi straniere; senza divisione di terre; ne leggi agrarie; né rapine di proprietà famigliari”.


Ugo Foscolo. Le ultime lettere di Jacoppo Ortis. 
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INTRODUCCIÓN 


 


En diciembre de 1819, un Congreso que sesionaba en Angostura unió los territorios del Nuevo Reino de Granada y de la Capitanía General deVenezuela en una república a la que dio el nombre de Colombia. El nuevo ente político era el fruto inmediato de una exitosa campaña militar que había conseguido expulsar a las autoridades españolas de la ciudad de Santa Fe y de buena parte del territorio del antiguo virreinato. No obstante, la República de Colombia era mucho más que un mero producto de las circunstancias. Desde los comienzos de la revolución, diferentes líderes políticos de Venezuela y del Nuevo Reino habían propuesto y demostrado la conveniencia de unir a ambos territorios bajo una autoridad común. Según se había expresado reiteradamente, imperativos militares, comerciales, hacendísticos, diplomáticos y hasta geográficos conspiraban por la alianza. Hasta entonces, sin embargo, la historia se había opuesto firmemente a la concreción del ideal. La toma de Santa Fe por parte de las tropas patriotas sancionó la validez del proyecto y dio origen a una república que había de jugar un papel protagónico en la consolidación de la independencia del continente. Como entidad política, la República de Colombia tuvo una vida más bien breve, que contrasta fuertemente con sus notables realizaciones militares, institucionales y diplomáticas. En efecto, menos de doce años después de concebido, el sueño de Angostura se despedazó en tres nuevos Estados (Venezuela, Nueva Granada, Ecuador) que habían de proseguir, cada uno a su manera, la realización del ideal republicano independentista. Así pues, la efímera vida de la República de Colombia corresponde sorprendentemente con los años críticos de la búsqueda del reconocimiento de las soberanías hispanoamericanas: del mismo modo que el Congreso de Aquisgrán preside, de alguna manera, la fundación en Angostura, la Revolución de Julio en París, la independencia belga, la abdicación de Pedro I en Río de Janeiro y el final del reinado de Fernando VII enmarcan la disolución del Estado.


El caso colombiano demuestra que ni el triunfo militar, ni la adopción de leyes fundamentales propias son suficientes para que un gobierno insurgente se eleve al rango de “nación”. Para que ello suceda, resulta esencial el reconocimiento del nuevo régimen por parte de las potencias, el cual arrastra poco a poco el de los demás miembros de la comunidad internacional, incluyendo el de la antigua metrópoli. Para asegurarse de la pertinencia del enunciado anterior, basta echar un vistazo a repúblicas de reciente fundación como Abjasia u Osetia del Sur que por tener un comercio diplomático casi nulo pueden considerarse legítimamente como Estados ilusorios. Desde ese punto de vista, es posible afirmar que un país como Colombia no sólo nació en Angostura donde fue expedida la ley fundamental decretando su creación en 1819- o en los campos de Boyacá, Carabobo o Pichincha -que sellaron su existencia desde el punto de vista militar- o en Cúcuta, -donde se expidió su Constitución-, sino también en los Estados Unidos, Francia e Inglaterra, donde se decidió su ingreso a la comunidad de naciones.


Cuando comencé mi dea en la Universidad de Borgoña, a mediados de 2003, me propuse investigar las razones por las cuales tantos libros fundamentales del acervo colombiano habían salido de las imprentas francesas. Por la estrechez del tiempo y las acertadas sugerencias de Thomas Bouchet, me concentré en la tercera década del siglo xix y al constituir un catálogo de las publicaciones pertinentes con la ayuda de la Bibliographie de la France ou Journal général de l’imprimérie ou de la librairie descubrí que todas ellas giraban en torno a la cuestión del reconocimiento de la República de Colombia (1819-1831). Así pues, lo que en un comienzo era una historia de la edición terminó convirtiéndose en una historia diplomática, o mejor aún, en una historia de la propaganda diplomática.


Con esta idea comencé mi doctorado bajo la dirección de Annick Lempériere en la Universidad París I, sin saber que una vez más mis propósitos se verían profundamente modificados. En efecto, antes de ocuparme del reconocimiento de la República de Colombia era preciso remontarme a los orígenes de la crisis monárquica española y a la primera fase de la revolución neogranadina. Los fondos consultados revelaron una riqueza insospechada y un fenómeno no estudiado hasta entonces: la diplomacia provincial. Como pude comprobarlo al cabo de cuatro años de búsquedas, entre 1810 y 1816 los gobiernos surgidos en el seno del antiguo virreinato de Santa Fe (primero las juntas y luego los Estados provinciales) mantuvieron entre sí un febril comercio diplomático cuyos móviles principales eran la reconstitución de la unidad perdida y el establecimiento de un sistema de paz, ajeno a las guerras de conquista y a la lucha permanente por la supremacía que caracterizaban al continente europeo desde los tratados de Westfalia (1648). Del mismo modo, logré establecer que en el ámbito exterior (EE. UU., Francia, Roma, Gran Bretaña...), la diplomacia provincial no propugnó por ningún reconocimiento -que hubiera resultado ilusorio solicitar en virtud de la inacabada constitución política de la Nueva Granada-, sino por la firma de tratados de protección que preservaran las adquisiciones de la revolución de la codicia de las potencias{1}.


Desde mi regreso a Bogotá en noviembre de 2008 me he dedicado a desarrollar esta investigación que hoy presento acerca de la historia del reconocimiento de la República de Colombia. Con tales fines, he leído ordenada y minuciosamente en el Archivo General de la Nación el fondo del Ministerio de Relaciones Exteriores, y más precisamente, los volúmenes y carpetas pertenecientes a las transferencias 2 y 8, que componen la fuente principal de este libro. Así, he logrado explorar la correspondencia de los ministros colombianos en España, Francia, Inglaterra, México, Centroamérica, Estados Unidos, Brasil, el Congreso de Plenipotenciarios Americanos (Panamá y Tacubaya) y Roma. Ello, unido a los fondos que pude consultar previamente en los archivos parisinos (Archives Nationales, Archives du Ministère des Affaires Etrangères, Bibliothèque Nationale de France), me ha permitido escribir nueve capítulos que conciernen I) los rasgos generales de la diplomacia colombiana, 2) los ocios de los agentes de la república en el exterior, 3) el surgimiento del género de las historias de la revolución, 4) el proyecto fallido de componer un sistema americano de repúblicas confederadas, 5) los primeros colombianos en París, 6) las relaciones con Haití, 7) la cuestión republicana mirada a través de los retratos diplomáticos de dos libertadores (Iturbide y Bolívar), 8) las relaciones entre la República de Colombia y las Provincias Unidas de Centroamérica y 9) la visión de las autoridades de Bogotá con respecto a la independencia griega.


Este libro se ocupa, pues, de la búsqueda y la obtención del reconocimiento de una nueva república durante la tercera década del siglo XIX, mediante el análisis de las actividades de una diplomacia en ciernes. Por su naturaleza, el tema es de la mayor actualidad, pues cada vez que aparece un nuevo Estado o se produce un cambio abrupto de régimen político, se suscita la cuestión de su ingreso o de su permanencia en la comunidad de naciones. Por idénticas razones, se trata de un acontecimiento recurrente en la historia política y diplomática. Para hablar solamente de casos cercanos en el tiempo al estudiado en este libro, los estadounidenses, los creadores de la república francesa, o los liberales españoles que reinstauraron en 1820 el régimen constitucional debieron enfrentar en un contexto más o menos favorable la álgida cuestión del reconocimiento.


Esta ha sido objeto de múltiples estudios de derecho internacional y de relaciones internacionales. Siguiendo algunos de ellos, se asume aquí la tesis según la cual el reconocimiento es una práctica no sólo política sino también jurídica, esto es, perteneciente plenamente al derecho internacional y, por lo tanto, no desligada de la utilidad y de la justicia. Es indudable que existe tanto un deber de reconocer, como un derecho a ser reconocido, aplicándose el primero al conjunto de los Estados consolidados y el segundo a las comunidades políticas que, habiéndose separado exitosamente de su antigua metrópoli, gozan de una independencia externa y efectiva y han establecido un gobierno interno y estable, dentro de un territorio razonablemente definido. Por lo tanto, si no se reúnen estas condiciones, el reconocimiento podrá ser visto como un acto prematuro, intervencionista, inamistoso y contrario al derecho internacional. De lo anterior se desprende también que el reconocimiento puede considerarse ilegal si se produce durante bello, es decir, antes de la definición clara del conflicto secesionista. De esta manera, pues, la renuncia formal a la soberanía por parte de la metrópoli no puede concebirse como un requisito fundamental para el reconocimiento, y ello por el simple hecho de que los Estados damnificados por la independencia de alguna de sus provincias o colonias suelen ser muy parsimoniosos en aceptarla. Otro punto fundamental, es que, dada la ausencia de órganos internacionales competentes, la facultad de efectuar el reconocimiento ha recaído tradicionalmente en los Estados existentes y, especialmente, en las potencias. Por lo general, el reconocimiento se efectúa por medio de una declaración (escrita u oral), o bien tácitamente, a través de actos concluyentes. En síntesis, el reconocimiento no es una mera formalidad, sino un requisito fundamental para que un Estado entre en plena posesión de su soberanía y obtenga una personalidad internacional legal, que comporta derechos y obligaciones{2}.


Es importante subrayar aquí la importancia cardinal que posee el caso hispanoamericano en la creación de una doctrina acerca del reconocimiento diplomático. Para ello, es bueno recordar con Frederic L. Paxson que, previamente a la consolidación de los Estados Unidos, no existía ninguna teoría de la neutralidad y, por consiguiente, hasta entonces todo reconocimiento -incluyendo el de la república norteamericana- había sido en realidad una modalidad de intervención. En efecto, si bien entre los siglos XVI y XVII aparecieron en el escenario europeo nuevas potencias (Países Bajos, Suiza y Portugal), ninguno de aquellos acontecimientos había propiciado una discusión sobre el momento en que un cuerpo político, poseedor de un territorio más o menos definido y de un gobierno independiente y debidamente organizado, tenía derecho a solicitar de sus vecinos su elevación al rango de Estado. Y ello sencillamente porque las guerras solían ser continentales y ninguna nación grande o pequeña podía mantenerse al margen de ellas o permanecer neutral. En consecuencia, el reconocimiento de una nueva potencia dependía básicamente de los aliados con que ésta contaba y se efectuaba al final de las contiendas europeas mediante un tratado colectivo. Por esta razón, los ejemplos de los Países Bajos, Suiza y Portugal no pueden ser considerados como verdaderos precedentes en el desarrollo de una teoría del reconocimiento diplomático{3}.


El caso norteamericano, por su parte, demuestra que, aun a finales del siglo xviii, el reconocimiento de las potencias europeas estaba lejos de constituir un acto de neutralidad. La suscripción de un tratado entre Francia y los Estados Unidos en 1778, por ejemplo, debe interpretarse como una hostilidad de aquella monarquía con respecto a la Gran Bretaña y, en consecuencia, obedeció más a intereses particulares del gabinete parisino que a una consideración atenta de los derechos de los insurgentes, quienes, por lo demás, distaban de gozar de una independencia de facto. Algo similar puede decirse con respecto al reconocimiento holandés de los Estados Unidos en 1782, el cual se explica sobre todo por razones comerciales. Como a finales del mismo año la Gran Bretaña reconoció la independencia norteamericana, cesó muy pronto toda controversia con respecto a la elevación de rango de los Estados Unidos y con ella toda posibilidad de fundar una doctrina de derecho internacional acerca del reconocimiento. En otras palabras, para que tal cosa pudiera producirse era imprescindible -además de la neutralidad- que una metrópoli damnificada por una secesión dilatase su renuncia más allá del tiempo razonable. Sólo de este modo, otras potencias podían entrar a considerar el reconocimiento de una independencia como un acto de justicia, es decir, a la vez como un deber y un derecho. Por ello, puede afirmarse que tan sólo con ocasión de las revoluciones hispanoamericanas se reunieron por primera vez las condiciones necesarias para comenzar a esbozar una doctrina a propósito del acceso de nuevos Estados a la familia de las naciones. En efecto, coincidieron entonces la testaruda conducta de España como metrópoli y una teoría de la neutralidad, desarrollada por los gobiernos estadounidenses a lo largo de las guerras de la Revolución francesa y el Imperio napoleónico{4}. Es ciertamente en este panorama donde debe situarse el estudio de la diplomacia colombiana del reconocimiento, recordando siempre que, en el ámbito hispanoamericano a ella le correspondió la vanguardia por su actividad y por sus logros.


El período correspondiente a la existencia de la República de Colombia (1819-1831) ha sido uno de los más estudiados de nuestra historia. Aunque no es posible citar todos los trabajos de valía disponibles sobre el tema, me limitaré a señalar aquellos que han resultado fundamentales en la elaboración del presente libro. Además de la obra monumental de José Manuel Restrepo{5} y de las investigaciones clásicas de David Bushnell -en especial aquella sobre el “régimen de Santander{6}”- es preciso citar la biografía de Pedro Gual escrita por Harold Bierck Jr.{7}, así como las maravillosas compilaciones documentales dirigidas por Roberto Cortázar y Luis Augusto Cuervo{8}. Durante el siglo xx se escribieron buenas historias diplomáticas de Colombia, entre las que descuellan las de Raimundo Rivas, Francisco José Urrutia, Pedro A. Zubieta y Germán Cavelier{9}. Como es natural, todas ellas se interesaron por las relaciones exteriores colombianas y, especialmente, por la ardua lucha llevada a cabo por los primeros ministros públicos en el exterior con el fin de obtener el reconocimiento de las potencias de la Cristiandad. Gracias a estos trabajos, se conocen las diferentes misiones diplomáticas enviadas al exterior por el gobierno de Bogotá y sus principales resultados. La vigencia de dichas obras es, pues, innegable, ya que fueron el resultado de investigaciones serias y hallan sustento en importantes colecciones documentales. Mi intención no radica, por tanto, en establecer qué tratados fueron concluidos por los ministros públicos de la República de Colombia en el exterior ni cuáles fueron las incidencias de cada una de las misiones. Tal historia ya ha sido escrita. Tampoco pretendo fijar en este libro los lineamientos políticos adoptados por las potencias con respecto a la independencia hispanoamericana. Para ello, bastará con remitir al lector a las minuciosas colecciones editadas por William R. Manning{10} y C. K. Webster{11}, o a libros como el de Juan Diego Jaramillo{12}. Mi propósito concierne, de hecho, las estrategias políticas y propagandísticas empleadas por los agentes de un Estado en construcción para preparar el reconocimiento diplomático y acelerar la entrada de los otrora insurgentes a la comunidad de naciones. Desde ese punto de vista, presto especial atención a la manera como los representantes de Colombia se situaban, en tiempos de la Santa Alianza, con respecto a otras revoluciones más o menos cercanas en el tiempo y en el espacio. En efecto, la labor de los impotentes plenipotenciarios hispanoamericanos consistía en buena medida en un ejercicio comparativo tendiente a demostrar a los gabinetes y a la opinión pública extranjeros que el proceso histórico de la independencia no podía ser asimilado a revoluciones sangrientas y desordenadas como la francesa o la haitiana, sino a movimientos como los que habían determinado las separaciones de Portugal y de los Países Bajos de España, la de los Estados Unidos de la Gran Bretaña, la de Noruega con respecto a Suecia o la de Grecia del Imperio otomano.


Puede decirse que toda diplomacia del reconocimiento consiste en la pugna de un régimen o de un Estado por convertirse en un interlocutor válido de la comunidad de naciones. Por ello, uno de los propósitos de este libro es restituir al discurso de los diplomáticos de la República de Colombia su carácter de acontecimiento, y a su surgimiento y consolidación, la naturaleza pugnaz que les es propia. Lo anterior implica, por ejemplo, escuchar, detrás de esta voz oficial, el silencio al que fueron condenados otros proyectos políticos (Estados provinciales, Estados hanseáticos, monarquías locales, etc.) cuyo desarrollo no sólo fue frustrado por la guerra con España, sino también por la estructura, los prejuicios y los intereses de la comunidad internacional de la tercera década del siglo xix. En otras palabras, la independencia hispanoamericana debía ser compatible con la ciencia política de su tiempo y por ello no es de extrañarse que ésta actuara como un condicionante eficaz que imponía principios, modelos, comportamientos y anatemas. Dicho de otro modo, si Francisco de Paula Santander y Pedro Gual citaban abundantemente en sus reflexiones a Vattel o al barón de Martens era porque la lucha en la que participaban se hacía, en buena medida, según reglas preestablecidas que conviene también esclarecer.


De la misma manera, si a Colombia se le da simultáneamente una forma “colosal”, republicana y centralista es porque la experiencia histórica revolucionaria de la Tierra Firme es indisociable de los acontecimientos europeos de finales del siglo XVIII y principios del xix: la libertad debía para entonces temperarse con el orden y la estabilidad, y la revolución distinguirse francamente del jacobinismo. De ello era consciente el ministro de relaciones exteriores, Pedro Gual, que expresó alguna vez lo siguiente, con claridad y sin rodeos:


... aunque entre nosotros no se reconoce el derecho de legitimidad a los reyes como en la Europa continental [...], existe sin embargo en Colombia principalmente orden y un gobierno bien organizado, cuyo interés no está en los trastornos ni en las turbaciones de otros países. En fin, puede asegurarse [.] que aunque aquí estamos fuertemente adheridos a nuestras instituciones liberales, no pretendemos por eso convertirnos en apóstoles de nuestras doctrinas en otros países. Los Estados libres de la América necesitan conciliar de esta manera la legitimidad con nuestro sagrado derecho de insurrección, en que estriba toda nuestra existencia política{13}.


No obstante, cabe observar que, si bien la diplomacia colombiana del reconocimiento se estudia aquí como un conjunto, no por ello se descuidan sus variantes y sus contradicciones. En efecto, el discurso de los ministros públicos de la Tierra Firme no podía ser el mismo en 1819 (cuando el desenlace de la guerra era aún incierto) que en 1825 (época de consolidación republicana y de felices augurios) o en 1829 (tiempo de desencantos y de dictadura).


Por lo dicho hasta aquí, se comprenderá que el estudio del discurso exterior colombiano -al que se referirá este libro como propaganda diplomática del reconocimiento-{14} implica tres ejercicios simultáneos. Primeramente, es necesario interesarse por los agentes y los medios que hacían posible la transmisión de los argumentos mediante los cuales la República de Colombia fundamentaba su derecho a entrar en la comunidad de naciones. De ahí el interés prestado en esta obra a la identidad y a las actividades de los ministros oficiales y oficiosos del gobierno de Bogotá, así como a los periódicos, folletos, grabados y libros publicados tanto por aquellos agentes como por los escribidores que éstos solían contratar. En segunda instancia, resulta esencial estudiar la expresión misma de la propaganda del reconocimiento, es decir, i) los recursos retóricos escogidos estratégica y coyunturalmente para transmitir con eficacia un mensaje político y 2) las ideas clave (los lugares comunes o topoi) con que pretendían ser identificados y emparentarse una revolución y un régimen político que entrañaban una propuesta de reorganización del concierto internacional. Ello implica, por supuesto, otorgar toda su importancia al contexto (la Europa de la Santa Alianza, la Francia de la Restauración, la Inglaterra de Canning, el México de Iturbide.) y a su instrumentalización. Del mismo modo, hay que considerar con atención los prejuicios que obraban a favor y en contra de la credibilidad de la propaganda colombiana, así como los discursos emitidos por los enemigos de la independencia, para entender la manera en que el mensaje del reconocimiento buscó un sustrato fértil donde enraizarse. Por último, estudiar el contenido de la propaganda colombiana significa analizar los diferentes tipos de público a que iban dirigidos los discursos de los ministros del reconocimiento con el fin de entender los matices y las adaptaciones de los postulados de la diplomacia colombiana.


En cierto modo, la diplomacia de la República de Colombia no era más que un sistema de argumentación, los agentes del reconocimiento, oradores más o menos avezados, y los diferentes públicos nacionales a los que éstos se dirigían, auditorios de naturaleza particular. Se dice que los argumentos persuasivos se distinguen del razonamiento analítico por cuanto, a diferencia de éste, no buscan demostrar la verdad sino conquistar la opinión. Por tal razón, su punto de partida son los supuestos que el auditorio comparte y sus objetivos, conseguir que sean aceptadas ciertas tesis (que son o pueden resultar controvertidas) y crear una disposición a la acción. En ese sentido, puede afirmarse sin violencia que la diplomacia del reconocimiento no pretendía convencer acerca de la validez de ciertas premisas universales (necesidad de abolir el sistema colonial en general, justicia de la causa de la Libertad, etc.), sino persuadir a ciertos auditorios específicos acerca de la conveniencia de que la República de Colombia y sus congéneres hispanoamericanas se elevasen al rango de nación. Si el propósito de la argumentación es el de transferir a las conclusiones la adhesión que siente un auditorio por las premisas, entonces puede afirmarse que el fin perseguido por los ministros públicos de la República de Colombia, era el de hacer admitir el triunfo de una revolución y el surgimiento de un nuevo Estado en los tiempos y el contexto específico de la Santa Alianza, esto es, del apogeo de la noción de la legitimidad{15}. Esta disposición estratégica de las autoridades de la Tierra


Firme hace de los Libertadores personajes esencialmente stendhalianos, es decir, individuos similares a Julien Sorel o a Fabrizio del Dongo, que no por soñar con la leyenda napoleónica estaban menos dispuestos a transigir con las sociedades de la restauración{16}.


Como se sabe, la eficacia de un orador depende de la adaptación de su discurso al auditorio al cual dirige su argumentación. Ello quiere decir que los diplomáticos colombianos debían matizar y adaptar su discurso con respecto a los gobiernos y las sociedades cerca de las cuales habían sido designados. Así, un agente confidencial en la Francia de Carlos X no podía sostener las mismas tesis que un enviado plenipotenciario en los Estados Unidos, no solamente porque el primero carecía de un carácter público sino también porque actuaba en una corte ligada por vínculos familiares al monarca español y no en una república americana. Del mismo modo, los representantes de Colombia cerca del Imperio mexicano o del Imperio del Brasil debían moderar el discurso antimonárquico que era lícito emplear en Chile, Buenos Aires o el Perú. El enunciado de la tesis podía ser el mismo (la conveniencia de que Colombia ingresase a la familia de las naciones), mas siendo múltiples los auditorios, diferían notablemente los medios para probar su validez. No obstante, es preciso insistir en el hecho de que la Santa Alianza constituye verdaderamente el contexto dentro del cual tiene lugar la diplomacia colombiana del reconocimiento. Si ello se deja de lado, no pueden entenderse las políticas del gobierno de Bogotá, ya sea con respecto al Congreso de Plenipotenciarios Americanos, ya relativamente a los gabinetes de Washington, Londres, París, Roma, Río de Janeiro o Puerto Príncipe.


Por esta razón, conviene referirse brevemente a esta coalición europea y recordar que ella fue objeto durante mucho tiempo de una caricaturización abusiva que la hacía ver erróneamente, desde sus orígenes, como una cruzada reaccionaria de los soberanos contra los pueblos{17}. A ello ha contribuido, sin duda alguna, el nombre en extremo ambiguo con que se la designa. En efecto, la Santa Alianza puede recibir dos acepciones, una restrictiva y otra extensa. En sentido riguroso, ella alude a un acuerdo firmado en París el 26 de septiembre de 1815 por los monarcas de Rusia, Austria y Prusia. Dicho tratado es una suerte de manifiesto de inspiración mística, en virtud del cual las partes contratantes proclamaron la autoridad soberana de la moral cristiana y se comprometieron a asumirla como regla de conducta, tanto en sus relaciones mutuas, como en el gobierno interior de sus respectivos Estados. Su autor, el zar Alejandro I, pretendía con este pacto dar una base moral al nuevo orden europeo de postguerra, distinguiéndolo enteramente de la política amoral que había caracterizado, en su opinión, al siglo XVIII. En ese sentido, el pacto debía dar origen a una alianza general y por lo tanto, las demás potencias del continente fueron invitadas a adherirse a él. En consecuencia, el tratado fue suscrito en 1816 por Francia, Suecia, Noruega, España, Piamonte, el reino de las Dos Sicilias, los Países Bajos, Dinamarca, Sajonia, Baviera Wurtemberg y Portugal; y en 1817 por Suiza y los Estados alemanes. Tan sólo negaron su ratificación, -por razones diversas-, Inglaterra, el papado y los Estados Unidos. El hecho de que tanto estos últimos como los cantones helvéticos hubiesen sido invitados a ratificar el tratado del 26 de septiembre de 1815, indica suficientemente que por aquel entonces Alejandro I no concebía de ningún modo la coalición europea como una alianza antirrepublicana o antiliberal.


En sentido extenso (y usual del término), la Santa Alianza alude al conjunto de tratados y convenciones que crearon, confirmaron y modificaron la Cuádruple Alianza suscrita por Austria, Gran Bretaña, Rusia y Prusia con el fin de derrotar a Napoleón, restablecer el sistema de equilibrio europeo y asegurar el mantenimiento de la paz. Después de Waterloo, la coalición militar se transformó en una confederación de soberanos, encargada de defender los intereses comunes y de salvaguardar la seguridad colectiva: por primera vez, el sueño de una federación europea salió de la esfera de la utopía y se encarnó en una institución política que fue concebida como un perfeccionamiento del principio de equilibrio. A pesar de que carecía de un órgano permanente, la Cuádruple Alianza pudo hacer las veces de directorio europeo gracias a un procedimiento diplomático inédito: los Congresos periódicos de soberanos. En Aquisgrán, en Troppau, en Laybach (Lubliana) y en Verona, la vieja diplomacia bilateral fue reemplazada por reuniones colectivas, gracias a las cuales las grandes potencias deliberaban en común acerca de los intereses de Europa. Además, en lugar de la negociación a distancia y por medio de embajadas, los monarcas mismos, o sus ministros inmediatos, tomaron en adelante parte directa en las transacciones. En Aquisgrán, en 1818, la asamblea continental decidió la evacuación militar de Francia y la inclusión de dicha monarquía en los congresos de la Santa Alianza (que se convirtió de tal modo en una pentarquía). En Troppau la coalición europea examinó la ola revolucionaria que en 1820 se había extendido por España, Nápoles y Portugal. La decisión de las cortes de Berlín,Viena y San Petesburgo de aplastar la revolución liberal en el Reino de las Dos Sicilias significó el triunfo de las tesis intervencionistas y convirtió a la Santa Alianza en un instrumento reaccionario, en el que Inglaterra prefirió no tomar parte. En el protocolo que selló la reunión, fue condenado formalmente todo gobierno originado en una alteración violenta del régimen interior del Estado y se estipuló que el reconocimiento diplomático sería negado sistemáticamente en semejantes ocasiones. En Laybach, los príncipes absolutistas continuaron discutiendo acerca de la situación napolitana, así como de la revolución del Piamonte y la insurrección griega. Habiendo recibido una comisión de la Santa Alianza, las tropas austriacas restauraron el orden en Italia. Los helenos por su parte, fueron abandonados a su propia suerte, en nombre del principio de la legitimidad. Finalmente, en Verona, en 1822, fue confirmado el programa trazado en Troppau: los plenipotenciarios franceses se aseguraron el “apoyo moral” de los gabinetes de Rusia, Austria y Prusia en caso de una ruptura de hostilidades contra el régimen liberal español. A pesar de la oposición inglesa, las tropas de Luis XVIII invadieron la Península y restablecieron a Fernando VII en sus facultades absolutas.


El surgimiento de la República de Colombia en diciembre de 1819 puede caracterizarse entonces como intempestivo, pues la situación europea tendía en esos momentos hacia la creación de una poderosa institución policiva y antirrevolucionaria. Además, existían amenazas concretas de intervención de la Santa Alianza en el diferendo hispanoamericano. Tal era, concretamente, la ambición del zar Alejandro I. El gabinete de las Tullerías, por su parte, promovía abiertamente la realización de un congreso en donde las potencias debían resolver de manera conjunta la cuestión y proponía el establecimiento de tronos borbónicos en México y la América meridional. La tendencia de los defensores del absolutismo a ver una conexión entre todos los movimientos revolucionarios y su creencia en el “contagio” de los movimientos subversivos justifican los temores permanentes de invasión que embargaban al gobierno de Bogotá{18} e hicieron verdaderamente muy ardua la labor -de suyo difícil- del reconocimiento.


¿Hasta cuándo existió la Santa Alianza? Maurice Bourquin ha mostrado la imposibilidad de precisar el momento en que desapareció la institución, puesto que las convenciones que habían significado su creación jamás fueron derogadas. Como se ha visto, la Quíntuple Alianza salió bastante maltrecha del Congreso de Verona. En 1823, la federación europea se debilitó aún más, a raíz de desacuerdos fundamentales que surgieron en torno a las independencias americanas. En efecto, no sólo George Canning consiguió que Francia se comprometiera a renunciar a toda intervención militar en el conflicto (Memorando Polignac{19}), sino que, además, el presidente Monroe fijó, a finales del año, en un discurso célebre ante el congreso estadounidense, la clara oposición de su gobierno a toda injerencia europea en los asuntos del continente (Doctrina Monroe). No obstante, sería el conflicto griego el encargado de propinar un golpe letal a la Santa Alianza. Rusia no podía permanecer indiferente ante el espectáculo de una guerra que atacaba de manera frontal la religión ortodoxa y decidió alejarse de Austria y Prusia para acercarse a Inglaterra y Francia. En virtud del tratado de Londres (6 de julio de 1827) las tres cortes se comprometieron a apoyar diplomática y militarmente a los revolucionarios helenos contra su soberano legítimo. Esta contradicción manifiesta con los principios legitimistas de la Santa Alianza, puede tomarse, sin duda, como un certero indicio del fin de una época{20}. De ahí la pertinencia de estudiar, como se hace en el último capítulo de este libro, el interés que mostraron las autoridades colombianas por la independencia griega y, ante todo, la manera en la que lo integraron a su discurso.


La subsistencia de la coalición europea hasta una fecha tan avanzada hace que su existencia se confunda mal que bien con la de la República de Colombia, cuya agonía principió en 1826 y se prolongó hasta 1831. En otras palabras, el período de mayor actividad de la diplomacia del reconocimiento coincide de manera casi perfecta con la existencia de la Santa Alianza. Por ello, el presente libro puede ser visto también como un estudio de la imagen de aquella coalición en una república extemporánea y de las estrategias empleadas por un régimen independentista para asegurar su existencia en un contexto verdaderamente hostil. Las páginas siguientes trazan, pues, la historia de una diplomacia esencialmente tipográfica.





PRIMERA PARTE



La diplomacia del reconocimiento




I. LAS RELACIONES EXTERIORES DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA



“La personalità nazionale (come la personalità individuale) è una mera


 astrazione, se considerata fuori del nesso internazionale (o sociale)”.


ANTONIO GRAMSCI. Quaderni, I9, § 2.


Antes de emprender el estudio propiamente dicho de la diplomacia de la República de Colombia y de la retórica propagandística que ésta acuñó y se esforzó por difundir, es conveniente trazar los contornos del fenómeno. Por ello, este capítulo aborda el funcionamiento de la Secretaría de Relaciones Exteriores, su presencia en el mundo, sus cometidos y sus aciertos. Sucintamente, se echará también un vistazo a las legaciones, a los tratados negociados y a los ministros públicos de Colombia en el exterior.



LAS DOS FASES DE LA DIPLOMACIA INDEPENDENTISTA



La diplomacia hispanoamericana es tan antigua como la revolución misma. Ello quiere decir que surgió exactamente en 1810, al mismo tiempo que las juntas de gobierno que proliferaron entonces a lo largo y ancho del continente{21}. En efecto, los nuevos regímenes fueron conscientes desde el comienzo de la necesidad de adquirir armamento, asegurarse la simpatía de sus vecinos y obtener la protección inglesa contra las temidas agresiones del Imperio francés. En consecuencia, no bien fueron creadas, las juntas despacharon ministros públicos a las Antillas, los Estados Unidos, Europa y, en el caso del Río de la Plata, cerca del gobierno portugués residente en Río de Janeiro{22}. No obstante, el nacimiento de la diplomacia de los Estados revolucionarios de la América española conoció dos fases que conviene distinguir a la hora de emprender su estudio.


La primera de ellas coincide mal que bien con el cautiverio de Fernando VII en Valen^ay y está caracterizada por una explicable prudencia. La incer- tidumbre que generaba el desenlace de las guerras napoleónicas impidió a los nuevos Estados diseñar una política consecuente de relaciones exteriores, pues se mantenían abiertas las posibilidades de emprender negociaciones con la regencia española, el monarca restituido al trono o la potencia hegemónica que surgiera de las contiendas europeas. Por ello, la vacilante estrategia de las autoridades revolucionarias durante el interregno apuntó esencialmente a sacar provecho de la rivalidad de Francia e Inglaterra, y más precisamente, a la búsqueda de la protección de una de aquellas potencias a cambio de una conducta que fuera favorable a una u otra para triunfar en la guerra. En un principio los insurgentes -que habían justificado la erección de los nuevos gobiernos como un medio apropiado para conservar los dominios americanos de Fernando VII- creyeron conseguir su propósito al amparo del gabinete británico, aliado de la nación española contra la invasión napoleónica. Sin embargo, con el correr del tiempo comprendieron que los ingleses no irían más allá de una prudente neutralidad y que jamás promoverían la separación de las colonias españolas. Los gobiernos revolucionarios vislumbraron entonces -mas ya era demasiado tarde- la posibilidad de obtener el apoyo de Napoleón a cambio de abrir un frente americano al conflicto europeo. Tal fue en síntesis el plan presentado en 1813 al ministro francés de relaciones exteriores por Manuel Palacio Fajardo y Luis Delpech, a la sazón, agentes del Estado de Cartagena y de las Provincias Unidas de Venezuela, respectivamente{23}.


Si los gobiernos de la América española carecieron de un programa diplomático decidido durante los primeros años de la revolución no fue sólo en razón de las guerras europeas. En efecto, las negociaciones con el extranjero estaban supeditadas a la resolución de los conflictos internos que obstaculizaban la consolidación de entidades políticas mayores, susceptibles de ser consideradas por las potencias. Ante la inexistencia de verdaderos ejércitos en América, la resolución de los conflictos sólo podía obtenerse mediante negociaciones diplomáticas entre las pequeñas soberanías aparecidas en I8IO. Así, la diplomacia del reconocimiento sólo podía tener lugar una vez que la diplomacia provincial o constitutiva hubiera concluido sus labores{24}.


La segunda fase de la diplomacia revolucionaria de los Estados hispanoamericanos se desarrolló a partir de 1814 en un contexto harto diferente: la derrota de Napoleón instauró un período de paz en Europa muy poco favorable a las gestiones de los agentes revolucionarios hispanoamericanos. Además, Fernando VII, tras su restitución en el trono, abolió la Constitución gaditana, clausuró las Cortes y adoptó una discutible política militar para someter a los territorios insurgentes de la monarquía. En esas circunstancias, el objetivo primordial de las autoridades rebeldes en el ámbito exterior ya no podía ser la búsqueda de tratados de protección con Inglaterra o Francia, sino el acceso de los nuevos regímenes al “concierto de las naciones”. Es pues, una diplomacia diferente no sólo en lo que se refiere a sus objetivos, sino también en lo que respecta a la naturaleza misma de los agentes y de los Estados que los despachaban. En efecto, la figura del “diputado” como representante de una pequeña república o de una confederación laxa fue sustituida por la del “enviado extraordinario y ministro plenipotenciario”, que encarnaba un Estado poderoso, una “nación” capaz de defenderse contra las agresiones de su antigua metrópoli.


En el caso de la Tierra Firme, puede decirse que la diplomacia del reconocimiento comenzó propiamente con la unión, bajo un mismo gobierno, de las provincias del antiguo virreinato del Nuevo Reino de Granada y las de la agonizante Capitanía General deVenezuela. Decretada tras la toma de Santa Fe, el 17 de diciembre de 1819, por un congreso reunido en Angostura, la medida dio origen a la República de Colombia. Era ésta tan extensa que su litoral en ambos mares, según afirmó un contemporáneo, equivalía a “la costa desde Cádiz hasta Dantzic y desde Ceuta hasta Jaffa{25}”. Siendo, además, rica en recursos y poblada, y gozando de instituciones sólidas y de fuerzas militares capaces de doblegar definitivamente la resistencia española, sus ministros en el exterior podían por fin comenzar con éxito la lucha por el reconocimiento.



LA SECRETARÍA DE ESTADO EN EL DESPACHO DE RELACIONES EXTERIORES



La Constitución de 1821 creó cinco departamentos para el despacho de los negocios de la República de Colombia: Relaciones Exteriores, Interior, Hacienda, Guerra y Marina (art. 136). La dirección de cada uno de ellos fue confiada a un secretario, sin otra dependencia que la del presidente del poder ejecutivo{26}. Si bien sendos reglamentos, expedidos en 1822 y 1825, especificaron las funciones del jefe del Departamento de Relaciones Exteriores, desde la fundación de la República de Colombia éste había quedado encargado del despacho de los negocios diplomáticos de nación a nación, así como del nombramiento y remoción, y de la instrucción de los ministros públicos en la extranjería{27}. El secretario de relaciones exteriores contaba para el despacho de los negocios con una nómina de colaboradores que incluía, en un comienzo, un oficial mayor y un oficial primero. En 1823 el ministerio fue dividido en tres secciones (primera, segunda y tercera), encargadas, respectivamente, de los negocios de Europa, América y los asuntos internos. Cada una de ellas fue provista con un oficial y un amanuense, a los que debe agregarse un archivero{28}. A estos empleos fueron destinados sujetos como el rioplatense José Antonio Miralla o el granadino Florentino González que poseían “conocimientos en la lengua inglesa y francesa y en el derecho internacional{29}”. Algunos de ellos, como Januario Silva y Buenaventura de Alcázar integraron después la nómina diplomática, como secretarios de legación (Provincias Unidas de Centroamérica). La Secretaría de Relaciones Exteriores se trasladó en 1825 a las instalaciones del Museo Nacional{30} y, como las demás del despacho, abría sus puertas a las ocho de la mañana. Las labores se prolongaban sin interrupción hasta la una, para proseguir luego entre las tres y las cinco de la tarde. Finalmente, todos los sábados a las once el ministro tenía una cita con el presidente del poder ejecutivo en la que rendía cuenta detallada de los negocios de su cargo{31}.


Entre diciembre de 1819, fecha en que fue expedida la Ley Fundamental que dio origen a la República de Colombia, y octubre de 1831, año en que ésta se disolvió definitivamente, 16 sujetos diferentes se encargaron por un tiempo más o menos extenso de la Secretaría de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores (Anexo 1). La cifra es, ciertamente, muy elevada, pues arroja en promedio más de un titular de la cartera por año. No obstante, la cantidad, to-mada globalmente, resulta capciosa. En efecto, durante los primeros ocho años de existencia de la República de Colombia, la responsabilidad del ministerio recayó casi exclusivamente en los venezolanos José Rafael Revenga y Pedro Gual, quienes alternaron en el cargo, como se verá. Con la expedición de la Ley Fundamental, el primero, que se venía desempeñando como secretario de Relaciones Exteriores de la república de Venezuela, asumió la gestión de la diplomacia colombiana hasta marzo de 1821, cuando fue encargado de una importante misión en España. Entonces lo reemplazó Pedro Gual, verdadero cerebro de la política exterior de la república y su más insigne gestor. Tras cuatro años largos al frente del ministerio, Gual cedió la cartera a su predecesor para encargarse personalmente de las negociaciones de la Asamblea de Plenipo-tenciarios Americanos en Panamá, que consideraba como la obra de su vida{32}. José Rafael Revenga, cuya experiencia diplomática se había visto acrecentada, no sólo en virtud de su misión en España, sino también de una experiencia del mismo tenor en Londres, se encargó del ministerio durante 1 meses, al cabo de los cuales la revuelta del general Páez en Venezuela lo obligó a acompañar a Simón Bolívar a Caracas, en calidad de secretario. En su lugar, José Manuel Restrepo fue encargado pro tempore de la Secretaría de Relaciones Exteriores durante poco menos de un año. A comienzos de septiembre de 1827, José Rafael Revenga retomó sus labores como director de la diplomacia colombiana para ceder la plaza en marzo del año siguiente al neogranadino Estanislao Vergara. De esta manera, pues, entre 1819 y 1828, recayó esencialmente en Revenga y Gual la responsabilidad de conseguir la elevación de Colombia al rango de nación. Al concluir dicho período, la república, libre totalmente de ejércitos enemigos, se hallaba ligada por tratados solemnes con todos los demás Estados hispanoamericanos (excepto Bolivia y Paraguay) y mantenía relaciones oficiales con los Estados Unidos, Gran Bretaña, los Países Bajos y Brasil{33}. Además, se había conseguido que el Papa accediese a nombrar arzobispos y obispos para las sedes vacantes de la república{34}. En otras palabras, para entonces lo esencial de la tarea del reconocimiento había sido cumplido con éxito. No obstante, la revuelta de Venezuela puso punto final a la estabilidad relativa y al prestigio sin igual de que había gozado Colombia desde sus orígenes{35}. Además, la crisis financiera londinense de 1826 y el consecuente colapso del crédito de la república dificultaron en adelante el sostenimiento de un servicio exterior que costaba alrededor de 85.000 pesos anuales{36}. En otras palabras, a partir de ese año, la máquina diplomática se quedó sin combustible.


Los dos años durante los cuales Estanislao Vergara estuvo al frente del mi-nisterio constituyen, sin duda, la segunda época de la diplomacia colombiana{37}. Ésta coincide con la instalación y la disolución de la Convención de Ocaña –que fracasó en su cometido de proveer a la república de una nueva Constitución–, así como con la asunción del mando ilimitado por parte de Simón Bolívar y de graves perturbaciones del orden público. La situación interna significó un retraimiento en el ámbito diplomático y una suspensión casi total de las ges-tiones destinadas a obtener el reconocimiento de la república por parte de las potencias europeas de segundo orden. El ministerio de Estanislao Vergara marcó así el final del liderazgo que el gobierno de Bogotá había claramente asumido en el exterior en el contexto hispanoamericano. Simón Bolívar era consciente de ello y lo anunció en un mensaje dirigido a los legisladores de la república, a comienzos de 1828:


Al describir el caos que nos envuelve casi me había parecido superfluo hablaros de nuestras relaciones con los demás pueblos de la tierra. Ellas prosperaron a medida que se exaltaba nuestra gloria militar y la prudencia de nuestros conciudadanos, inspirando así confianza de que nuestra organización civil y dicha social alcanzarían al alto rango que la Providencia nos había señalado. El progreso de las relaciones exteriores ha dependido siempre de la sabiduría del gobierno y de la concordia del pueblo. Ninguna nación se hizo nunca estimar sin la unión que la fortifica. Y discorde Colombia, menospreciando sus leyes, arruinando su crédito, ¿qué aliciente podrá ella ofrecer a sus amigas? ¿Qué garantes para conservar siquiera a las que tiene? Retrogradando en vez de avanzar, en la carrera civil, no inspira sino esquivez{32}.


En enero de 1830 comienza la tercera y última fase de la política exterior de la República de Colombia. En menos de dos años, Domingo Caicedo, Alejandro Osorio, Eusebio María Canabal, Vicente Borrero, Juan García del Río, José María del Castillo, Félix Restrepo, Alejandro Vélez, Diego Fernando Gómez, José María Obando y Francisco Pereira se ocuparon por períodos siempre breves de la dirección de la diplomacia colombiana. La inestabilidad del ministerio permite imaginar la consistencia de la política exterior y es un síntoma fiel de la inminente disolución de la república.



LAS LEGACIONES DE LA REPÚBLICA



Puede decirse que la diplomacia colombiana del reconocimiento tuvo como campo de acción casi exclusivo a las naciones de la Cristiandad y, en particular, a las potencias de primer orden, esto es, Inglaterra y Francia. Por su condición republicana excepcional en tiempos de la Santa Alianza y su posición geográfica, los Estados Unidos y los nuevos Estados americanos constituyeron también centros del mayor interés para la Secretaría de Relaciones Exteriores de Bogotá. En cuanto a las potencias de segundo orden, se estimaba que éstas buscarían espontáneamente vincularse a Colombia, una vez que Francia e Inglaterra lo hubiesen hecho. No obstante, el enviado de la república en Río de Janeiro intentó en 1828 persuadir al encargado de negocios del reino de Portugal de la conveniencia de establecer relaciones políticas y comerciales. Al cabo, consiguió una respuesta favorable en la que se le aseguró que todo agente colombiano sería bien recibido en Lisboa y gozaría de los respetos debidos a su carácter{33}. Es comprensible, pues, que Leandro Palacios juzgase aquella respuesta como un “reconocimiento” y que recomendase al secretario de relaciones exteriores el despacho de una misión a Portugal. En su opinión, desde allí podrían espiarse muy ventajosamente los movimientos de España y acaso “los síntomas favorables del gabinete de Madrid” para un eventual reconocimiento{34}.


Durante la residencia de José Fernández Madrid en Londres (1827-1830) existieron también acercamientos y negociaciones con ministros de otras potencias de segundo orden: las Ciudades Hanseáticas, Suiza, Prusia, Dinamarca, Suecia, Hanover y los Países Bajos, como se verá sucintamente a continuación. En noviembre de 1822, Luis López Méndez había sido nombrado ministro de la República de Colombia en Francia, los Países Bajos y las Ciudades Hanseáticas{35}. No obstante, el nombramiento no tuvo efecto, por lo que fue necesario esperar cinco años para que dieran comienzo las negociaciones con los Estados germánicos del Báltico. En el mes de abril de 1827, Manuel José Hurtado relató a sus comitentes desde Londres que Prusia, Baviera y las Ciudades Hanseáticas deseaban establecer relaciones con Colombia y que con tal fin pretendían que se remitiese un agente debidamente calificado a algún punto de Europa. Para respaldar con actos sus intenciones, los senados de Bremen y Lubeck acordaron por aquel entonces recibir en sus puertos los buques y efectos colombianos como si se tratase de navíos y mercaderías locales{36}. No obstante, el gobierno de Bogotá juzgó que el agobiado estado de las arcas públicas y las circunstancias políticas internas no permitían el envío de nuevas misiones. Además, el comercio nacional sólo requería la firma de tratados con Francia y España. En consecuencia, el secretario de relaciones exteriores indicó que las naciones que desearan en adelante ajustar convenios deberían remitir ministros a Bogotá{37}.


En el mes de septiembre, José Manuel Restrepo consideró que existía un recurso alternativo para extender las relaciones de Colombia: mientras se reorganizaba la república y cesaban enteramente las disensiones internas, la legación en Londres podía encargarse de entablar las nuevas negociaciones diplomáticas{38}. En consecuencia, correspondió a José Fernández Madrid, quien se desempeñaba entonces como ministro en Inglaterra, entrar en tratos con James Colquhoun, ministro de las Ciudades Hanseáticas en el mismo país. En un comienzo, Colquhoun pretendió establecer relaciones exclusivamente comerciales, prescindiendo de todo acto de reconocimiento oficial de la independencia. No obstante, dicha posibilidad fue descartada por las autoridades colombianas el 14 de julio de 1827, fecha en la que el secretario de relaciones exteriores indicó que la firma de un tratado sería un requisito sine qua non para el establecimiento de cualquier tipo de vínculo. Si bien el gobierno de Bogotá otorgó el 3 de enero de 1828 los poderes precisos a Fernández Madrid para ajustar el convenio, su firme negativa de considerar las mercaderías del interior de Alemania como hanseáticas frustró al cabo las negociaciones{39}. En efecto, Hamburgo, Bremen y Lubeck poseían un territorio y una industria fabril limitadísima y su comercio, aunque distinguido, estaba reducido casi enteramente al depósito y acarreo. En consecuencia, como señaló con agudeza Fernández Madrid, “la condición de nacionalidad del cargamento haría del todo insignificantes e ilusorias cualesquiera ventajas que se les concediesen por un tratado{40}”. Aunque consciente de ello, el gobierno de Colombia no podía conceder otras ventajas a las Ciudades


Hanseáticas porque de hacerlo disminuirían notablemente los medios para concluir tratados y ser reconocida por otras naciones: “desde el momento en que las mercancías gozasen del privilegio que se pide para los buques hanseáticos, ya no quedaría otro aliciente que la miserable diferencia que paguen los buques por derecho de puerto, y aun ésta podría presumirse inclusa en la concesión, pues puede decirse que recae en las mercancías{41}”.


Las negociaciones de los agentes colombianos con Suiza tuvieron un desenlace similar. A comienzos de abril de 1827, Andrés Bello informó al ministro José Manuel Restrepo acerca de las gestiones de M. Prevost, agente de dicha confederación, quien solicitó, a nombre de su gobierno, la autorización de tener en Colombia una persona que promoviese los intereses de los cantones, aunque sin carácter ostensible “por las consideraciones que les era necesario guardar con la Santa Alianza{42}”. La respuesta del gobierno de Bogotá no se hizo esperar: a mediados de julio se indicó al ministro de la república en Londres que no había inconveniente alguno en recibir un agente confidencial de la confederación suiza{43}. El ministro Fernández Madrid se reunió entonces con M. Prevost indicándole que, habiendo el gabinete francés nombrado cónsules generales y particulares en Colombia, comenzaban a desvanecerse las dificultades que imponía la política de las grandes naciones de Europa. En consecuencia, lo instó a gestionar el nombramiento de un cónsul general en lugar del agente confidencial propuesto en un comienzo{44}. Al enterarse de lo ocurrido, el Directorio Federal indicó el 5 de noviembre a su agente en Inglaterra que nada podría decidirse sobre el particular hasta que no se reuniera la Dieta helvética (cosa que no ocurriría antes de diez meses), por ser ésta la única institución facultada para establecer nuevos consulados{45}. Como las fuentes del archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores no vuelven a mencionar el asunto, cabe suponer que el negocio encalló sin producir resultados concretos.


En cuanto a los Países Bajos, Suecia y Dinamarca, cuyas Antillas establecían una cercanía geográfica muy estrecha con la Tierra Firme, es comprensible que aquellas cortes se hubiesen interesado en ajustar tratados comerciales. En lo que respecta a los Países Bajos, las negociaciones desembocaron satisfactoriamente en la firma de tratados solemnes (I° de mayo de 1829), a pesar de los malos presagios que la República de Colombia inspiraba entonces sobre su porvenir. Las fuentes demuestran que dichas inquietudes no estuvieron ausentes de las negociaciones{46}. En efecto, Fernández Madrid intentó convencer al barón de Falck de que las “revoluciones parciales” de 1826 y 1827 habían sido tan sólo agitaciones pasajeras que no comprometían la existencia nacional ni se inspiraban en doctrinas exageradas o en principios anárquicos y suspensivos del orden social:


Algunas de las conmociones de la ciudad de Manchester han costado a la humanidad más sangre y lágrimas en un día que toda la revolución de Colombia en el espacio de más de un año, época en la cual el pueblo colombiano ha acreditado la benigna índole, el buen juicio y el espíritu de moderación de que está animado{47}.


En 1823, José Rafael Revenga había instado en vano en Londres al barón de Stierneld, representante del rey de Suecia y Noruega, a ajustar convenios solemnes que dieran “reglas determinadas a las existentes relaciones de comercio” entre sus países respectivos{48}. Las negociaciones de Fernández Madrid con el conde Bjornstjierna, diplomático de la misma corte en Inglaterra, no hallaron tampoco una conclusión satisfactoria, a pesar del optimismo del ministro de Colombia, y aunque se había formado y discutido un proyecto y un contraproyecto de tratado{49}. Algo similar sucedió con los condes de Moltke y Munster, los agentes respectivos de Dinamarca y Hanover. En el primer caso, varias conferencias tuvieron lugar y se llegó incluso a discutir las bases del tratado. No obstante, las pretensiones danesas de que todas las mercancías importadas bajo su pabellón, sin distinción de origen, fuesen consideradas como nacionales, frustraron la conclusión del convenio{50}. En lo que concierne a las relaciones con Hanover, Fernández Madrid descubrió a mediados de 1829 que había buenas posibilidades de fundar exitosamente relaciones oficiales. Sin embargo, carecía de los poderes precisos para emprender los trámites y lo sorprendió la muerte antes de que pudiera recibirlos{51}.


Fernández Madrid también tuvo algunas reuniones en Londres con el barón de Bulow, ministro prusiano. El negocio era de la mayor importancia, como que dicho reino formaba parte de la Santa Alianza. En opinión del ministro colombiano, el ejemplo había de influir decididamente “en la política de los otros grandes Estados del norte” de Europa. Los acercamientos indicaban, pues, un cambio sensible en la manera en que los soberanos del continente consideraban la cuestión hispanoamericana. No obstante, si bien llegaron a canjear proposiciones, el monarca prusiano se propuso abiertamente seguir las huellas del gabinete francés. En otros términos, tan sólo una vez que la corte de las Tullerías hubiese reconocido la independencia de Colombia sería posible ajustar tratados solemnes con la de Berlín{52}. Con el fallecimiento de Fernández Madrid y la revocatoria de Leandro Palacios como cónsul general en Francia (expedida en Bogotá el 7 de julio de 1830), concluyeron de “triste manera”, como dice el historiador Restrepo, las misiones diplomáticas de Colombia en Europa, “donde solamente se conservó la de Roma”. Algo similar sucedió con la legación de la república en los Estados Unidos, la cual quedó vacante ante la suspensión del ministro designado Daniel Florencio O’Leary{53}.


En este punto, resulta del mayor interés comparar los resultados de las políticas exteriores colombianas con los obtenidos por otros Estados hispanoamericanos. El caso de Chile es harto ilustrativo en ese sentido, pues dicho país careció casi por completo de comercio diplomático con las repúblicas vecinas, no tuvo un representante oficial en los Estados Unidos hasta 1828, y sólo fue reconocido por la Gran Bretaña en 1831{54}. La federación centroamericana ofrece también una interesante perspectiva, pues el Estado mexicano sólo la reconoció oficialmente mediante el decreto del 20 de agosto de 1824, es decir, un año después de que hubiese sido nombrado Juan de Dios Mayorga como encargado de negocios en aquel país{55}. Y si bien las Provincias Unidas de Centroamérica contrajeron un tratado comercial con los Estados Unidos en 1825, hasta su desagregación (1839) fueron incapaces de conseguir el reconocimiento de su independencia por el gabinete londinense{56}. Así mismo, conviene establecer un paralelo entre la diplomacia colombiana del reconocimiento y la del Imperio del Brasil. En efecto, la independencia de esta nueva corte fue reconocida rápidamente por Portugal mediante un tratado promovido activamente por Gran Bretaña y suscrito finalmente en Río de Janeiro el 29 de agosto de 1825. A partir de entonces, y sin ninguna dificultad, los diferentes Estados europeos entraron en relaciones oficiales con el imperio suramericano: Austria lo hizo en diciembre de 1825; Francia, Roma, Suecia, Suiza y Hanover en 1826; Prusia y las Ciudades Hanseáticas en 1827; Dinamarca, los Estados Unidos y los Países Bajos en 1828 y el reino de Cerdeña en 1829{57}. El vivo contraste entre el caso colombiano y el brasilero -que obtuvo un reconocimiento que puede caracterizarse como integral o colectivo- se explica fácilmente. En primer lugar, el gobierno de Bogotá era republicano y el de Río de Janeiro, monárquico. En segundo término, la revolución de la Tierra Firme se hizo mediante una ruptura estruendosa con la monarquía española y el principio sacrosanto de la legitimidad, mientras que en la América portuguesa la independencia se consiguió al cabo respetando el principio de cesión de la soberanía. En tercer lugar, D. Pedro I era yerno del emperador austríaco, figura principalísima de la Santa Alianza. Por lo tanto, no podía ser tratado con la ojeriza que inspiraban naturalmente a la confederación europea los regímenes hispanoamericanos.



LAS RELACIONES CON LOS ESTADOS BERBERISCOS



Anteriormente se ha afirmado que la diplomacia colombiana del reconocimiento tuvo como campo de acción casi exclusivo a las naciones de la Cristiandad. El enunciado es perfectamente válido si se hace abstracción de los intentos consistentes hechos por los agentes de la república para establecer relaciones oficiales con los Estados berberiscos. En virtud de la excepcionalidad de estas tentativas, bien vale la pena referirse a ellas rápidamente.


En octubre de 1823, Francisco Carabaño (que había residido prolongadamente en la Península{58}) recibió de Pedro Gual el encargo de trasladarse al puerto de Gibraltar con el título de agente de comercio, con la misión de “observar los movimientos y operaciones de los españoles constitucionales y de los partidarios del poder absoluto”. En otras palabras, siendo en realidad un espía, debía aparentar que se dedicaba exclusivamente a promover allí las “relaciones mercantiles de Colombia{59}”. Poco después, Carabaño propuso establecer relaciones con los Estados berberiscos, a lo que el secretario de relaciones exteriores respondió que la idea había sido contemplada anteriormente y que sólo la falta de fondos había impedido su realización, puesto que con aquellas potencias no podía tratarse sin dinero. No obstante, Gual instruyó a Carabaño para que una vez en Gibraltar remitiese informes precisos a propósito, tanto de la suma necesaria para franquear a los corsarios de la república los puertos del norte de África, como de los costos que tendría la conclusión de un tratado temporal sobre el mismo asunto (“incluyendo presentes”). Todo ello con el fin de “hostilizar con más suceso las costas de España{60}”.


La comisión confiada a Carabaño fue finalmente revocada{61}. Sin embargo, unos meses más tarde, el representante diplomático de Colombia en los Estados Unidos, José María Salazar, recibió una interesante propuesta de James Leander Cathcart a propósito del establecimiento de relaciones oficiales con los Estados berberiscos. Natural de Irlanda, Cathcart se había trasladado muy joven a los Estados Unidos, en cuya marina se enroló posteriormente como cadete. En 1785 fue hecho prisionero por los argelinos cerca del Cabo de San Vicente y convertido en esclavo durante ii años. Gracias a su tesón, obtuvo el empleo de escribano cristiano [christian clerk] del Bey de Argel, por lo que le correspondió hacer las veces de intermediario eficaz para que los agentes de su país obtuviesen audiencia pública. Después de una corta permanencia en los Estados Unidos, Cathcart fue nombrado en 1798 cónsul general en Argel, Túnez y Trípoli, y en 1807, obtuvo el mismo empleo en Madeira, lugar en el que residió durante nueve años. Cuando ofreció sus servicios a José María Salazar, Cathcart trabajaba en el Departamento del Tesoro en Washington, ocupación que a todas luces no le satisfacía y en la cual, para su desgracia, permanecería hasta su muerte{62}.


La propuesta hecha por Cathcart a Salazar a mediados de 1825 es muy interesante y merece ser explorada con algún detalle. Como se ha visto, las potencias berberiscas exigían montos considerables de dinero con ocasión de la firma de tratados. Así mismo, se estilaba ofrecerles regalos en joyas, ropajes y relojes finos. A los españoles, la convención concluida con Argel en 1785 les había costado cinco millones de dólares y la plaza de Orán. A los Estados Unidos, entre tanto, los rescates de cautivos, la conclusión de la paz y el mantenimiento de las relaciones con los Estados berberiscos entre 1789 y 1815 les habían valido prácticamente dos millones y medio de dólares. No obstante, en opinión de Cathcart, los costos del proyecto no debían disuadir al gobierno colombiano, pues era preciso valorar en su justa dimensión la inestimable ventaja de navegar por el Mediterráneo sin molestia alguna. En efecto, los pueblos del norte de África se consideraban los señores de aquel mar y solían capturar los buques de todas las naciones que no pagasen el tributo correspondiente o no les inspirasen respeto valiéndose de la presencia de escuadras poderosas. Además, los marineros arrestados eran habitualmente esclavizados y sólo podían ser liberados mediante rescates exorbitantes. Por último, la firma de tratados con los berberiscos había de permitir a los corsarios colombianos asolar el comercio español y obligar a Fernando VII a reconocer a los nuevos Estados de América y a firmar la paz{63}.


Según Cathcart, lo más adecuado era que los países hispanoamericanos negociasen conjuntamente con los gobiernos de Argel, Marruecos, Túnez y Trípoli. Para conseguir un acuerdo sobre el particular, podría aprovecharse la reunión de la Asamblea de Plenipotenciarios Americanos, con lo cual se reducirían sensiblemente los gastos de las negociaciones y de la conclusión de los tratados. La coyuntura era, -al modo de ver de Cathcart- especialmente indicada. Las repúblicas hispanoamericanas eran poco conocidas en la Berbería, ninguno de sus navíos ni de sus ciudadanos habían sido capturados en Argel, Túnez o Trípoli, y habían cesado las guerras de la Revolución francesa y del Imperio napoleónico, que tanto habían dificultado a los Estados Unidos la negociación y el pago puntual de las sumas acordadas. Por el contrario, el conflicto entre Turquía y los griegos -que había significado el envío de casi todos los buques de guerra de los berberiscos a Constantinopla en apoyo del Sultán-, los bombardeos de Argel por parte de Lord Exmouth y el ataque de Trípoli por la escuadra norteamericana hacían que la ocasión fuese quizás irrepetible: urgidos de dinero, de pertrechos y de embarcaciones, los gobiernos del Norte de África moderarían inexorablemente sus exigencias{64}.


Cathcart calculaba que la negociación podría costarle a Colombia 200.OOO dólares, si la emprendía por sí sola, o la mitad, si lo hacía de manera conjunta con las demás repúblicas hispanoamericanas. A cambio de sus servicios, el norteamericano solicitó 4.000 dólares de sueldo anual, más una suma precisa para cubrir sus gastos de instalación y su viaje de regreso. Cathcart esbozó incluso los lineamientos del proyecto: tras comprar un navío de 250 a 300 toneladas debidamente cargado con efectos apreciados en Argel o Túnez, que podrían eventualmente servir para sufragar el costo del tributo, el delegado se haría a la mar con bandera norteamericana. Bajo el ropaje de comerciante, Cathcart conseguiría despistar a los representantes de las potencias y, sobre todo, a los agentes de la Cámara de Comercio de Marsella, que habitualmente se oponían firmemente a toda negociación susceptible de disminuir sus utilidades en el tráfico del Mediterráneo. Siguiendo el ejemplo de los Estados Unidos, cuyo ministro en Lisboa había dirigido a distancia las negociaciones, Cathcart estimaba que Salazar podría pilotar desde Nueva York el ajuste de los tratados{65}.


Tras el fracaso de la misión a Gibraltar y no habiendo tenido resultados concretos los proyectos de Cathcart, a finales de marzo de 1826 el secretario de relaciones exteriores instruyó detenidamente sobre el particular a José Fernández Madrid, nombrado agente confidencial de la república en París. Éste debía dar a conocer a Colombia “a los pueblos que habitan el norte de África” y recomendarles “las virtudes y sacrificios” con las cuales se había conseguido la independencia y los deseos que tenía la república de “vivir en paz y propender a la felicidad del género humano”. En nada contrariaría Fernández Madrid “la diferencia de religión ni los intolerantes dogmas del Alcorán”. Antes bien, daría a entender con destreza que Colombia como nación dejaba “a cada uno que crea en lo que le dictare su consciencia y que la única limitación que ponen nuestras leyes a la fe de cada uno es la de que ella no turbe el orden público ni se ejerza con menosprecio de los que la tengan distinta”. En sus instrucciones, el secretario de relaciones exteriores también se refirió a las ventajas que ofrecía la residencia en París para el adelanto del proyecto:


La especie de amistad con que el imperio de Marruecos y las regencias Berberiscas distinguen a la Francia, hará sin duda a usted fácil ponerse en comunicación desde París, y con noticia, y si es posible, por medio de los buenos oficios del gobierno con aquel imperio y regencias. Están éstas acostumbradas a recibir presentes de los gobiernos extranjeros, pero esta práctica es menos vigorosa en Marruecos, y ya ha sucedido que dos de nuestros corsarios, que por casualidad llegaron a Tánger, fueron tratados allí con bastante amistad y aún el Bajá significó a los cónsules inglés y norteamericano que el Emperador entraría gustoso en tratados de comercio o de otra especie con Colombia. Nuestro comercio en el Mediterráneo no requiere todavía con urgencia aquellos tratados, pero conviene a nuestros corsarios tener puertos donde refrescar a inmediaciones de la Costa española{66}.


Aunque entonces el ministro colombiano de relaciones exteriores lo ignoraba, casi en el mismo momento en que instruía a Fernández Madrid sobre el establecimiento de relaciones con las potencias berberiscas, se impidió a un buque corsario de la república (ElLibertador), que precisaba proveerse de agua, fondear en las islas Azores. Por su posición en la ruta hacia los mares de Europa, se sugirió entonces al gobierno de Bogotá la conveniencia de nombrar un cónsul en la isla del Fayal{67}. Este caso contribuye a mostrar que para hacer exitosamente la guerra marítima a España era indispensable a Colombia abrir algunos puertos cercanos a la Península a las embarcaciones corsarias.


Andrzej Dziubinski ha estudiado en los archivos franceses los intentos hechos por los agentes de Bogotá a fin de establecer relaciones con Marruecos. Según se desprende de su trabajo, en 1825, los liberales españoles refugiados en Tánger (tras la infructuosa sublevación que habían intentado en Tarifa el año anterior para restablecer la Constitución de Cádiz{68}) entraron en contacto con los corsarios colombianos que merodeaban por el estrecho de Gibraltar y que por primera vez tocaron entonces en los puertos de la Berbería. A la cabeza de los peninsulares se hallaba Zenón de Orúe, quien había sido destituido de su empleo como cónsul general de España en el puerto marroquí por su decidida participación en los acaecimientos de Tarifa. Aparentemente, Orúe y sus asociados no solamente promovieron el reconocimiento de Colombia, sino que inclusive llegaron a un acuerdo secreto con los militares de la plaza de Ceuta para que ésta fuese entregada a los corsarios de la Tierra Firme. La presencia de buques colombianos en Marruecos contó con la protección del cónsul norteamericano y generó, como era de esperarse, las más vivas protestas del agente de la corte española. En 1826 y 1827 sendas visitas del bergantín Pichincha a Tánger significaron el verdadero comienzo de las negociaciones con las autoridades de Tánger. Su capitán John Maitland, apoyado por un comerciante de Gibraltar (Edward Tripland), hizo proposiciones concretas para establecer una agencia consular colombiana a cambio de un tributo anual de 20.000 pesos. Ante la amenaza inminente de una alianza entre la República de Colombia y Marruecos, las autoridades españolas reaccionaron con celeridad y contundencia: una escuadra naval se encargó de capturar una de las embarcaciones corsarias y dispersó definitivamente a las demás{69}.


Los documentos disponibles en el Archivo General de la Nación proveen información complementaria a la suministrada por Andrzej Dziubinski. En efecto, consta que Zenón de Orúe se encontraba en Londres a mediados de 1827 y que mantuvo contacto con José Fernández Madrid. Según expresó en una de sus cartas, los servicios que había hecho a la República de Colombia lo hacían merecedor de obtener la agencia diplomática en Marruecos{70}. Precisamente por aquellos días, Fernández Madrid se había enterado en una conferencia con Lord Dudley de que no sería posible obtener el beneplácito británico para nombrar un cónsul en Gibraltar, pues el gabinete de St. James temía que la presencia de éste irritase inexorablemente a la corte de Madrid{71}.


Así se confirmaba el cierre de aquel puerto a los corsarios colombianos contenido ya en una proclama del gobernador de la plaza de 12 de octubre de 1826. La medida hizo aún más urgente la búsqueda de los favores de las potencias berberiscas y de los de Marruecos en particular. Por ello, el gobierno de Bogotá ordenó a su ministro en Londres inquirir por intermedio de Orúe -o de cualquier otro mediador- si dicho emperador estaba dispuesto a concluir tratados{72}. Fernández Madrid mantenía para tal efecto correspondencia con Edward Tripland, quien le informó acerca de las gestiones del capitán del Pichincha con el emperador marroquí. Al enterarse del asunto, Tripland se había dirigido a Tánger adonde permaneció más de un mes aguardando en vano la llegada del bajá. No obstante, había conseguido entrevistarse con un moro cercano a éste y con el gobernador interino del puerto, quienes le aseguraron “que el Emperador no tendría reparo en reconocer la independencia de Colombia y de hacer los correspondientes tratados, siempre que esta potencia pagase un tributo anual de 8O.OOO duros”. Tripland, que estaba bien informado, les replicó que “la República de Colombia era libre y que nunca sería tributaria”, mas les aseguró que estaba dispuesta a hacer un “regalo” mayor al que habían hecho otros gobiernos{73}.


Al enterarse de lo sucedido, el gobierno de Bogotá aprobó la firmeza con que Fernández Madrid había declarado que Colombia “jamás concedería ninguna especie de subsidio o tributo a ninguna de las potencias ni regencias musulmanas”. En opinión del Libertador-Presidente, aquella concesión no sólo era degradante sino también infundada,


... pues no encontrándose una sola palabra sobre religión en nuestra Ley Fundamental, en nada se opone ésta a los progresos del Alcorán, que es el pretexto que siempre se ha allegado para aquellas demandas. En caso, pues, que no pueda concluirse un tratado con Marruecos de un modo decoroso, reduciremos nuestros conatos a conservar a nuestros buques de guerra una buena acogida en Tánger, ya impidiendo que la denegación de aquella demanda irrite a las autoridades locales, ya aprovechándonos de los buenos oficios de los cónsules de las naciones amigas{74}.


Precisamente, en 1828, los cónsules estadounidenses en Tánger y Argel fueron contactados por Fernández Madrid, por intermedio de Alexander Everett, entonces ministro de dicho gobierno en Madrid{75}. Ambos se comprometieron a brindar a los corsarios colombianos cuantos auxilios estuvieren a su alcance y el primero de ellos ofreció incluso tomar a su cargo la agencia de la república. Al parecer, el fracaso de las negociaciones con Marruecos privilegió la alternativa argelina. El representante de los intereses norteamericanos en dicho puerto repitió entonces básicamente las indicaciones hechas por James Leander Cathcart a José María Salazar en 1825: I) convenía concluir el tratado antes de que el cautiverio de algunos ciudadanos colombianos incrementase los costos; 2) gracias a la mediación norteamericana, el gobierno de Bogotá podía establecer sus relaciones sobre un pie muy ventajoso; 3) la Asamblea de Plenipotenciarios Americanos de Tacubaya haría bien en ocuparse del asunto para recabar mayores ventajas en la negociación; y 4) el uso libre de los puertos de la Regencia de Argel en el contexto de la guerra con España debía compensar los gastos{76}.


No obstante, el ministro colombiano en Londres era consciente de que nada podría conseguirse con respecto a las potencias berberiscas sin hacer los regalos y los tributos que solían pagar aun las naciones de primer orden al entablar relaciones oficiales con ellas y en los cuales su gobierno se veía en la imposibilidad de incurrir por la pobreza del erario{77}. De todos modos, la muerte de Fernández Madrid, los estertores y la disolución de la República de Colombia y la invasión francesa de Argel pusieron punto final al proyecto de alianza con alguna de las potencias berberiscas. La reacción oficial del gobierno agonizante de Bogotá con respecto a la ocupación (“un triunfo para la humanidad{78}”, según el ministro de relaciones exteriores) confirma la actitud paradójica de los libertadores frente a las potencias de la Santa Alianza.



LOS AGENTES DEL RECONOCIMIENTO



Tras haber analizado las características propias de la diplomacia del reconocimiento y sus campos de acción, es menester decir algunas palabras a propósito de los agentes encargados de implementarla. Si nos atenemos a las misiones despachadas efectivamente, y si hacemos abstracción de los secretarios y oficiales de legación, así como de los funcionarios consulares{79}, resulta que fueron 20 individuos los encargados de representar a la República de Colombia en el extranjero. De éstos, diez eran neogranadinos, siete venezolanos, dos mexicanos y uno español. Existió, pues, una paridad aproximada entre los diplomáticos originarios del antiguo virreinato y los naturales de la extinta Capitanía General. Los quiteños, entre tanto, quedaron absolutamente ausentes de las legaciones, lo que confirma lo dicho por David Bushnell, que caracterizó a aquel territorio como “la Cenicienta” de la unión colombiana{80}. Lo mismo podría decirse, por lo demás, con respecto a los panameños.


Es conveniente, en este punto, mostrar brevemente quiénes fueron los ministros encargados de cada una de las legaciones colombianas. La representación de la república en los Estados Unidos recayó sucesivamente en manos de un español (Manuel Torres) y dos antioqueños (José María Salazar y Alejandro Vélez). En Londres, entre tanto, los negocios fueron asumidos por tres neo- granadinos (Francisco Antonio Zea, Manuel José Hurtado y José Fernández Madrid) y dos venezolanos (Luis López Méndez, José Rafael Revenga). La agencia confidencial de París fue encarada en principio por José María Lanz, originario de Yucatán, y posteriormente por el cartagenero José Fernández Madrid. La misión a España y la delegación de la república en la Asamblea de Plenipotenciarios Americanos fueron confiadas exclusivamente a ciudadanos venezolanos: Tiburcio Echeverría y José Rafael Revenga, en el primer caso, y Pedro Gual y Pedro Briceño Méndez, en el segundo. En cuanto a la gestión de los asuntos en Roma, ésta recayó durante todo el período en el neogranadino Ignacio Tejada.


Las misiones diplomáticas en la América española y portuguesa fueron también ejercidas mayoritariamente por neogranadinos: la legación en las repúblicas del mediodía recayó en Joaquín de Mosquera y la de las Provincias Unidas de Centroamérica en el general Antonio Morales Galavís. Como representante cerca del Imperio Mexicano y de los Estados Unidos Mexicanos fue elegido Miguel Santamaría, nacido en el virreinato novohispano. Por último, en el Imperio del Brasil, hicieron las veces de ministros plenipotenciarios el venezolano Leandro Palacios y el neogranadino Juan María Gómez (Cf. Tabla I).


Evidentemente, es preciso tener en cuenta factores distintos al de los orígenes geográficos a la hora de estudiar la nómina de los diplomáticos de la República de Colombia. En cierta forma, un ministro público es un representante ideal de su país. Por tal razón, era preciso que las legaciones despachadas por el gobierno de Angostura o Bogotá recayesen en hombres de mundo, ilustrados, poseedores de varios idiomas e íntimamente ligados al proyecto político que debían promover. Francisco Antonio Zea, por ejemplo, había alcanzado cierta fama como científico en Europa, había vivido en aquel continente durante muchos años, y había sido además vicepresidente de la república. Por lo tanto, era el candidato ideal para ejercer la plenipotencia en Londres. Algo similar puede afirmarse con respecto a Joaquín de Mosquera o Manuel José Hurtado: por sus viajes previos, los recursos de que disponían y sus relaciones personales y familiares podían encarnar con la mayor dignidad y soltura la representación de Colombia{81}. La riqueza era también un factor importante, pues, teniendo las autoridades de Bogotá un presupuesto muy apretado, los pagos a los diplomáticos eran irregulares, lo que los exponía, como bien dice Miguel Luis Amunátegui, “al riesgo no remoto de ir a la cárcel por carecer de medios para satisfacer, tanto sus gastos personales, como las deudas contraídas en nombre de su gobierno”. Por ello, Pedro Gual, al comentar el nombramiento de Manuel José Hurtado en la legación londinense, mencionaba no sólo la decencia y la previa experiencia europea del payanés, sino también la riqueza que poseía, lo que, en su opinión, eximiría al gobierno de sufragar siquiera “un cuarto para su partida{82}”.
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La pertenencia a ciertas familias y las relaciones de amistad fueron aparentemente decisivas. Así, por ejemplo, la designación de Alejandro Vélez como cónsul general y como encargado de negocios en los Estados Unidos no parece haber sido del todo ajena a su parentesco con el ministro José Manuel Restrepo. Del mismo modo, en el nombramiento de un hombre de sobrados méritos como José Fernández Madrid en la agencia confidencial en Francia y en la legación londinense, no podía intervenir más que ventajosamente la circunstancia de ser concuñado de Pedro Gual y compadre de José Rafael Revenga{83}. Lo propio puede decirse con respecto a Pedro Briceño Méndez, ligado por matrimonio a la familia de Simón Bolívar. En cuanto a las relaciones de amistad, puede citarse el caso de Manuel Torres, quien había intimado en los Estados Unidos con hombres eminentes de la Tierra Firme en el exilio (Roscio, Gual, Revenga.) durante los años previos a la creación de la República de Colombia. Por ello, José Rafael Revenga, por ejemplo, lo llamaba en sus cartas particulares “amado viejito{84}”. La política interna jugó, evidentemente, un papel nada despreciable en la designación de los titulares de las legaciones. Así lo indica el hecho de que José María del Castillo y Rada -quien ansiaba salir designado como vicepresidente de Colombia en las elecciones de 1825- ofreciera entonces, con el ánimo de asegurarse apoyos valiosos para el triunfo, “los principales destinos de ministerios y embajadas{85}”.


En ocasiones, el factor decisivo a la hora de nombrar un ministro público fue un conocimiento cercano del país adonde se proyectaba la misión. Cuando se le encargó la legación en los Estados Unidos, Manuel Torres residía en dicho país desde hacía varios años y tenía en su haber valiosas relaciones{86}. Del mismo modo, el hecho de que Miguel Santamaría fuese originario de la Nueva España y hubiese estudiado durante su juventud en la ciudad de México resultó clave en su designación como enviado extraordinario cerca de las autoridades del Imperio del Anáhuac, primero, y de los Estados Unidos Mexicanos, posteriormente. Otra circunstancia que debe tenerse en cuenta al analizar los nombramientos diplomáticos de la República de Colombia era la residencia previa cerca de las cortes donde pretendían establecerse las embajadas, lo que resultaba conveniente no sólo desde el punto de vista de las finanzas (pues el gobierno se ahorraba los importantes gastos de viaje), sino también en virtud de la celeridad con que podían entrar a prestar servicio los agentes. Un buen ejemplo de lo dicho es el de Leandro Palacios, quien recibió el encargo de trasladarse al Brasil cuando se desempeñaba como cónsul general en los Estados Unidos, país desde el que podía embarcarse con mucha facilidad hacia Río de Janeiro. Así mismo, cuando se le concedió la representación en Roma, Ignacio Tejada residía en Europa desde 1805.


Como puede apreciarse, en la Tabla 1 no figuran los representantes que con el título de encargados de negocios o agentes confidenciales fueron puestos al frente de las legaciones de las repúblicas hispanoamericanas después de la partida de los ministros del reconocimiento propiamente dichos. En efecto, a su partida de Lima, Santiago y Buenos Aires, Joaquín de Mosquera designó, conforme a sus instrucciones, sendos sujetos, a quienes confió la gestión de cada una de dichas embajadas. Del mismo modo, al abandonar el territorio mexicano, Pedro Gual tuvo a bien nombrar un compatriota suyo como agente confidencial. Siguiendo sus pasos, el general Morales Galavís no se retiró de Guatemala sin dejar antes como informante de su gobierno a un amigo de Colombia (véase Tabla 2). Estas misiones no serán estudiadas en el presente libro. Si bien corresponden plenamente al período estudiado, no pertenecen ni por sus circunstancias ni por sus cometidos a la diplomacia del reconocimiento. En otras palabras, las gestiones de aquellos encargados de negocios y agentes confidenciales se enmarcaban en un ámbito de relaciones perfectamente normalizadas por tratados de alianza, amistad y comercio. En ese sentido, se diferencian de la legación de Londres en los años 1825-1830, pues si bien existían ya para entonces relaciones oficiales entre Colombia y el gabinete de St. James, los ministros públicos del gobierno de Bogotá en Inglaterra siguieron actuando como diplomáticos del reconocimiento con respecto a los demás países europeos, como se ha visto.
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Antes de terminar este apartado conviene señalar y lamentar el hecho de que los diplomáticos colombianos se hayan abstenido de redactar y publicar libros sobre sus experiencias en el exterior. Aun los oficios que solían dirigir al Ministerio de Relaciones Exteriores en Bogotá son extremadamente parcos en lo tocante a los países donde residían y a las costumbres de las sociedades en las cuales alternaban. Muy seguramente, en sus cartas particulares los agentes neogranadinos y venezolanos se permitían comentarios sobre estas materias, mas por desgracia dicho comercio epistolar no suele conservarse o es de difícil acceso. Por ello, para imaginar, por ejemplo, el Londres de los emigrados durante la tercera década del siglo XIX, es preciso acudir a libros como el del liberal italiano Giuseppe Pecchio, donde los andenes de la ciudad son descritos con entusiasmo “como un triunfo de la democracia”, o donde se calcula que, merced a la calidad de los caminos, la superficie de Inglaterra se había reducido en 40 años a una décima parte. Sin duda, los colombianos en Londres también se sorprendieron al ver que la ciudad gris y siempre cubierta de humo poseía un potente sol nocturno hecho todo de gas. Y evidentemente, se maravillaron al ver que los obreros en las tabernas leían periódicos y al notar que los campesinos de la Gran Bretaña no sólo vestían del mismo modo que los citadinos, sino que además tenían cristales en las ventanas de sus casas{87}. ¿Puede imaginarse la riqueza y el valor que hubieran tenido comentarios similares, hechos por los diplomáticos colombianos a propósito de ciudades como Roma, Nueva York, México, Lima o París?



LOS TRATADOS



El reconocimiento diplomático podía obtenerse de diversas maneras. Una de ellas era mediante un “acto legislativo”, tal y como sucedió en los Estados Unidos{88} y el Imperio Mexicano{89} con respecto a Colombia en 1822. Otra, más informal, consistía en una declaración oficial emitida por la potencia encargada de respaldar la existencia de la nueva soberanía. Dicho esquema fue el adoptado, por ejemplo, por el Imperio del Brasil frente a la república de Bolivia: atendiendo a una solicitud emitida por el gobierno de Chuquisaca, el representante de Colombia en Río de Janeiro solicitó a Su Majestad Imperial el “reconocimiento de la independencia y soberanía” de aquel Estado, como requisito previo para que fuese despachada una misión extraordinaria encargada del ajuste de tratados solemnes{90}. Al expresar, por medio de su ministro de negocios extranjeros, la complacencia que le produciría la embajada, el monarca reconoció la existencia de la república boliviana{91}. No obstante, el modo generalmente adoptado para ratificar la existencia de un nuevo Estado y su elevación a la familia de las naciones consistía en la celebración de tratados públicos. Tal era, particularmente, la opinión de Canning, expresada en un oficio dirigido a Sir Charles Stuart el i° de diciembre de 1825:


... the signature of a treaty by a Plenipotentiary of His Majesty with the Plenipotenciary of a New State, which last mentioned Plenipotenciary is designated in the Preamble to such treaty as the Plenipotenciary of that New State, described by its proper style (wether monarchy or republic), was in itself an effective and valid recognition of that State by His Majesty, and as valid as if the words His Majesty recognizes were totidem litteris introduced into it. I also thought, and continue to think, this mode of Recognition better calculated for the advantage and dignity of the State to be recognized than any form of words distinctly expressing Recognition: more for its dignity, because the assumed Independence is therein admitted, not created; and more for its advantage, because as nothing is so desirable for the New State that other Governments should follow our example in acknowledging them, nothing can contribute to that end so much as the removing of any stumbling block out of the way of that acknowledgement{92}.
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Como puede apreciarse en la Tabla 3, la diplomacia del reconocimiento de la República de Colombia se cristalizó en la firma de doce tratados solemnes concluidos con cinco repúblicas (Perú, Chile, Buenos Aires, México, Estados Unidos y las Provincias Unidas de Centroamérica) y los reinos de Gran Bretaña y los Países Bajos. La pertinencia de incluir en dicha lista las convenciones concluidas en la Asamblea de Plenipotenciarios Americanos de Panamá, así como la de auxilios navales para la rendición de San Juan de Ulúa, resulta justificada, por cuanto la alianza y la coalición previstas en ellos tenían por objetivo forzar el reconocimiento de España y acelerar el de las demás potencias europeas reacias o indecisas.


Si se para mientes en las fechas de la conclusión de los tratados, se comprobará algo ya dicho con respecto a las diferentes fases de la diplomacia colombiana del reconocimiento. La firma de las primeras convenciones tiene lugar en 1822, esto es, justo después de la consolidación de la república en el Congreso constituyente de Cúcuta. A partir de allí y hasta 1826 continúa exitosamente a un ritmo constante (de uno a tres tratados por año) la política de fundar en derecho las relaciones exteriores de la república. La crisis de Colombia interrumpe la dinámica hasta 1829 cuando quedan oficializados los vínculos con los Países Bajos. Como se vio anteriormente, dicho tratado se enmarca en la ofensiva comandada por José Fernández Madrid en Londres para revivir la diplomacia del reconocimiento. Por lo demás, su carácter solitario indica muy a las claras el impacto limitado de esta última fase de las relaciones exteriores de la República de Colombia.


La naturaleza de los tratados del reconocimiento merece también unos cortos comentarios. Como puede apreciarse, se trató por lo general de convenciones de alianza y amistad y comercio. En otras palabras, no se logró fijar los límites de la república en documentos de derecho público. Y ello, a pesar de que el gobierno de Bogotá estaba convencido de que ninguna época sería más apropiada para ello por hallarse sus fronteras,


... por la mayor parte desiertas, y a medida que se pueblen, la situación en que fueron colocándose los dependientes de uno u otro gobierno y los establecimientos que las cualidades de terreno les hicieren plantar, en este o aquel lugar, sin atención a la jurisdicción a que queden sujetos, aumentarían más adelante las pretensiones y las dificultades para conservar los antiguos límites{93}.


Como se verá en el capítulo octavo de este libro, consecuente con este punto de vista, el gobierno de la República de Colombia pretendió en vano llegar a un acuerdo en el asunto de límites con las Provincias Unidas de Centroamérica. Así mismo, la misión de Leandro Palacios a la corte de Río de Janeiro tenía como “principal objeto” el establecimiento de fronteras claras{94}. No obstante, la guerra entre el Brasil y las Provincias del Río de la Plata harían a la postre infructuosos sus esfuerzos.


Antes de terminar este apartado, es necesario señalar la importancia de Pedro Gual en la negociación y la conclusión de los tratados del reconocimiento. Los modelos diseñados por él fueron básicamente los adoptados para codificar las relaciones con Perú, Chile, Buenos Aires y México. El caraqueño se encargó además de negociar las convenciones con los ministros de los Estados Unidos y las Provincias Unidas de Centroamérica, así como la de auxilios navales para la rendición de San Juan de Ulúa. Como si ello fuera poco, ajustó, junto con Pedro Briceño Méndez, los tratados con la Gran Bretaña y los plenipotenciarios americanos en Panamá. Pedro Gual fue, pues, la figura mayor de la diplomacia del reconocimiento de la República de Colombia{94}.



LAS LEGACIONES DÍA A DÍA



Uno de los problemas mayores con que debieron lidiar los diplomáticos colombianos fue el de las comunicaciones con su gobierno. La transmisión de noticias, de suyo lenta y difícil, se vio entorpecida por la carencia de buques. A menudo, la correspondencia se perdía o viajaba con tal parsimonia que los plenipotenciarios se quedaban sin noticias del curso de la revolución y no podían impugnar los bulos confeccionados por las legaciones españolas y sus agentes, ni satisfacer los interrogantes constantes de los gabinetes extranjeros. La isla de Jamaica, por ser, como expresó con elocuencia Santander, “el punto de reunión de las comunicaciones” que iban y venían “de Inglaterra, Francia, Roma, los Estados Unidos y México”, permitió paliar a menudo este inconveniente, al convertirse en escala obligada de los oficios que viajaban desde y hacia Bogotá. En otras palabras, la flota británica era un componente indispensable de la diplomacia del reconocimiento. Por esta razón, en 1824, el congreso colombiano aprobó el nombramiento de un agente de la república en Jamaica encargado, entre otras cosas, de encaminar correctamente la correspondencia diplomática{95}.


La falta de medios de transporte eficaces y de “correos de gabinete y extraordinarios{96}” expuso grandemente la diplomacia colombiana a ser infiltrada. Conscientes de ello, tanto los secretarios de relaciones exteriores como los ministros públicos del gobierno de Bogotá se esforzaron por establecer claves que pusieran a cubierto informaciones sensibles para la seguridad del Estado o el desarrollo de las estrategias del reconocimiento. Así, en junio de 1822, el enviado de Colombia en las repúblicas del mediodía ideó unos caracteres especiales para encubrir algunas de sus comunicaciones{97}. A comienzos de 1823, Pedro Gual concibió también un modelo para cifrar ciertas voces que comunicó del modo siguiente a cada uno de los agentes de la república en el exterior:


Usará siempre de la duodécima palabra que le siga a la que no le parezca prudente escribir del diccionario de la lengua castellana de la quinta edición. Al efecto, se comenzará a contar inclusivamente desde la palabra que quiera ocultarse hasta la duodécima de las que siguen impresas en letras mayúsculas más grandes al principio de cada articulillo y omitiendo o saltando las de mayúsculas menores, que no son más que explicaciones de los sentidos de una misma palabra. Lo que se escriba de esta manera, bien se componga de una o muchas palabras, se pondrá entre paréntesis. Los verbos que por su significación no sea prudente escribir se traspondrán en otras frases equivalentes, como por ejemplo: el conde se pone la corona, en lugar de decir “se corona”, y por consiguiente se buscará la duodécima palabra que siga a la corona en dicho diccionario{98}.


La efectividad de la cifra dependía, evidentemente, de la disponibilidad del diccionario por parte, tanto de los ministros públicos como de los oficiales de la Secretaría de Relaciones Exteriores. De lo contrario, las comunicaciones podían tornarse incomprensibles. Fue precisamente lo que ocurrió en diciembre de 1823 con los oficios escritos por José María Salazar desde Washington: como fueron cifrados con base en la tercera edición del diccionario de Neuman y como éste no pudo ser habido en Bogotá, las misivas resultaron ininteligibles{99}. Habiendo comprendido los inconvenientes que suscitaba la cifra del diccionario{100}, Pedro Gual fijó una nueva clave de más fácil utilización. Ésta consistía en dos círculos concéntricos, cuyos contornos estaban segmentados en 24 casillas que correspondían a las letras del alfabeto. A diferencia del círculo exterior, que era fijo y en el cual la secuencia de los caracteres era aleatoria, en el círculo interior giratorio éstos estaban dispuestos ordenadamente. Así, para transcribir crípticamente una palabra bastaba con girar la rueda interior y reemplazar cada una de las letras de la dicción que deseaba ocultarse por las que les correspondieran en la segunda circunferencia. Para separar las palabras había de emplearse la letra V y para significar punto final la d. A continuación, y con el fin de que el mensaje pudiese ser descifrado en Bogotá, debía indicarse al margen la equivalencia que, en el orden escogido, tocaba en suerte a la letra a (véanse Ilustraciones 1 y 2). El Ministerio de Relaciones Exteriores remitió esta clave a las legaciones de los Estados Unidos, Francia, Perú, Chile, Asamblea de Plenipotenciarios Americanos, Provincias Unidas de Centroamérica, Inglaterra y Brasil{101}. La clave del doble círculo, ideada por Gual, fue también empleada por José Rafael Revenga su sucesor al frente de la Secretaría. A partir de 1823, aparece en los archivos una nueva cifra en la que se atribuye a cada letra del alfabeto un grafema específicamente concebido para tal efecto{102}. Este criptograma fue empleado, por ejemplo, por el diplomático José Fernández Madrid en sus comunicaciones desde Inglaterra{103}.
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Como se ha visto, el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Colombia diseñó tres claves distintas con el fin de proteger sus comunicaciones. No obstante, las fuentes consultadas demuestran que en lugar de sucederse unas a otras, las tres cifras continuaron siendo usadas conjuntamente hasta el final del período. Así, por ejemplo, en 1829 Pedro Gual confió la clave del diccionario a Francisco Michelena, quien fue designado entonces como agente confidencial de la república en los Estados Unidos Mexicanos{104}. Del mismo modo, en 1831, el representante de Colombia en Río de Janeiro cifraba aún sus comunicaciones con la clave del doble círculo{105}.


Sobre los ministros públicos de Colombia en el exterior recaía la tarea esencial de asegurar que el gobierno de la república se mantuviese bien informado. Como se comprenderá, sin un entendimiento minucioso de la actualidad, las políticas diplomáticas no podían ser más que desacertadas. Con el fin de subsanar toda dificultad sobre el particular, los representantes del gobierno de Bogotá en la extranjería no sólo debían aludir en sus comunicaciones a los acontecimientos importantes que registrase la prensa de los países donde residían, sino también encargarse de las suscripciones a las principales publicaciones periódicas y, en especial, a los periódicos ministeriales, esto es, oficiales de cada gobierno. Así, a comienzos de 1822, Pedro Gual encargó al agente en los Estados Unidos Manuel Torres, abonarse a los muy capitalinos National Intelligencer y Washington Gazette, al Nile’s Weekly Register de Baltimore, a The Aurora de Filadelfia y al National Advócate de Nueva York{106}. Por su parte, José Rafael Revenga fue encargado ese mismo año de tomar suscripciones de periódicos ingleses (Le Courrier d’Angleterre, The Courrier, Morning Chronicle, The Times), franceses (Le Constitutionnel, Moniteur, Le Miroir, Le Journal de Paris) y españoles (El Universal, La Miscelánea, El Imparcial, El Regulador){107}. Del mismo modo, en 1824, José María Salazar recibió el encargo de proveer a las autoridades colombianas de los principales papeles públicos del Brasil:
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Bogoti, 1g-1x-1825
Centroamérica, Pertiy | Union, ligay. Pedro Gual y Pedro 14151827
¥ UU. Mexicanos confederacion | Briceo Méndez/Antonio | No ratificado por
perpetua Larrazibal y Pedro as demés partes
Lugar y fecha Molina/Manuel Vidaurre | contratantes
Panam, 15-411-1826 3 Manuel Pérez Tudela/
José de Michelena y José
Dominguez
Centro América, Peri y | Convencion sobre | Pedro Gual y Pedro No ratificado por
¥ UU. Mexicanos contingentes Bricefio Méndez/Antonio | las demis partes
Larrazibal y Pedro contratantes.
gary fecha: Molina/Manuel Vidaurre
Panam, 15-411-1826 3 Manuel Pérez Tudela/
José de Michelena y José
Dominguez
Paises Bajos ‘Amistad, comercio | José Fernindez Madrid/ | r0-1x-1829
¥ navegacion Barén Anton Reinhard
gar y fecha: Falck
Londres, 1-v-1829

Fuente: AGN, MRE, DT2 y DTS; Gaceta de Colombia; PEDRO L. CADENA, Coleccidn de tratados...; Relaciones
diplomticas..
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“TABLA 3
LOS TRATADOS DEL RECONOCIMIENTO

Contraparte Caricter Negociadores Ratificacion

Pert Unidn, ligay “Joaquin Mosquera/ 10x1823
confederacién | Bernardo Monteagudo 17-X1823

Lugar y fecha perpetua

Lima, 6-vii-1822

Pert Formacionde | Joaquin Mosquera/ 10x1823
congreso Bernardo Monteagudo 17-X1823
Unidn, ligay “Joaquin Mosquera/ Joaquin | 12-vit-i8z3
confederacion | Echeverria y José Antonio

Lugar y fecha perpetua Rodriguez

Santiago, 21-x-1822

(20-x1-1822 art. supl)

Estado de Buenos Aires | Preliminarde | Joaquin Mosquera/ 10824
amistad y alianza | Bernardino Rivadavia 10-V1823*

Lugar y fecha defensiva

Buenos Aires, 8-t-1823

¥ UU. Mexicanos Unién, ligay Miguel Santamaria/Lucas | 0-vi-1824
confederacion | Alamin NikiSz3

Lugar y fecha perpetua

México, 3-x-1823

e Paz, amistad, Pedro Gual/Richard 23-anisas
navegacion y Anderson F-i-idas

Lugar y fecha: comercio

Bogotd, 3-x-1824

Provincias Unidas Unidn, ligay Pedro Gual/Pedro Molina | 12-1v-1825

de Centroamérica confederacion 1208z
perpetua

Lugar y fecha

Bogoti, 15-tn-18z5

* Este traado fue ratificado por el Congreso General Constituyente de las Provincias Unidas ¢l 7 de junio
de 185,
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